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1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación oportunamente interpuesto y debidamente sustentado por la defensora del procesado JOSÉ MANUEL SILVA AREVALO, contra el fallo de condena proferido el veinticuatro (24) de Octubre de 2006 por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, mediante el cual lo declaró penalmente responsable en el punible de FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO y le impuso pena de un (1) año de prisión, inhabilitación de derechos y funciones públicas por igual lapso, con la concesión del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.
2.- HECHOS 

Fueron denunciados el día veinte (20) de febrero de 2004
, por la señora CECILIA TABARES DE MORA, en contra de JOSÉ MANUEL SILVA ARÉVALO, a quien señaló como responsable de haber falsificado su firma en un título valor, concretamente en un pagaré constituido a favor del Instituto INEC de esta ciudad, donde aparece como codeudora, hecho totalmente falso porque aunque SILVA ARÉVALO fue su inquilino, nunca le sirvió de garantía personal.
3.- IDENTIDAD 
Se trata de JOSÉ MANUEL SILVA ARÉVALO, hijo de Pastor y María Fanny, titular de la c.c. No. 94.193.423 expedida en “El Dovio” (Valle), natural de ese mismo municipio donde nació el veintinueve (29) de agosto de 1979, soltero, técnico en higiene oral, ocupación actual higienista oral.
4.- CARGOS
La Fiscalía Novena Seccional de Pereira, acusó
 en juicio a JUAN MANUEL SILVA ARÉVALO por el delito de FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO, según hechos en los que aparece como ofendido el bien jurídico de la Fe Pública y la señora BLANCA CECILIA TABARES DE MORA.
5.- FALLO 
Con fecha veinticuatro (24) de Octubre de 2006, el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) condenó
 a JUAN MANUEL SILVA ARÉVALO a la pena principal de un (1) año de prisión, al hallarlo responsable del punible de FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO. Le impuso inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual tiempo y le concedió la suspensión condicional de la ejecución de la pena. Se abstuvo de condenarlo al pago de perjuicios, por imposibilidad de demostrar su ocurrencia.
Para arribar a esa conclusión, el juez de primer grado consideró que el comportamiento asumido por el procesado, se ajustaba al tipo penal imputado FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO, toda vez que fue quien impuso la firma de la denunciante en el título valor, bien con su puño y letra o valiéndose de un tercero al que determinó para falsear la rúbrica; así lo consideró, por ser el acusado la única persona interesada en ese documento y también el único que se beneficiaría con el pagaré espurio para financiar su matrícula en el Instituto educativo INEC de esta capital.

Igualmente, tuvo en cuenta el Juez a quo que el acusado conocía con anterioridad a la señora TABARES DE MORA porque fue su arrendadora y por su trato permanente con ella pudo tomar fotocopia a su documento de identidad.  Finalmente, acotó un tercer indicio en contra del procesado, como lo era el hecho de haber asumido como suya la deuda contenida en el documento (pagaré), al punto de haberla cancelado en su totalidad, cuando manifestó desde su diligencia de descargos que no creía que debía asumir la obligación dado que sólo asistió en dos ocasiones a clase.   

6.- RECURSO


Inconforme con tal determinación, la defensora del procesado JUAN MANUEL SILVA ARÉVALO, estructuró su recurso en las siguientes consideraciones:
1.- Refirió que a su representado se le condenó por meros indicios y no por pruebas directas y ciertas allegadas al expediente, pues el juez hizo una valoración de pruebas inexistentes, como el afirmar que el procesado fue quien impuso la firma de la denunciante, bien por su puño y letra o valiéndose de un tercero al que determinó para falsear la firma, toda vez que ésta es una deducción a la que llegó con fundamento en que el procesado era el único interesado en el documento.

2.- Cuestiona si el hecho material de falsear una firma en un documento, se prueba fehacientemente por el interés que pueda tener el procesado en el mismo; en otras palabras, si el interés del procesado en el documento es prueba del acto material de falsificar.

3.- El señor Juez tuvo poca certeza en la autoría de la conducta punible y fue por ello que planteó varias hipótesis, como que el procesado pudo imitar la firma de la ofendida, o pudo determinar a otra persona para que lo hiciera, siendo evidente la duda respecto al tema y, por ende, su deber era absolver por esas dudas.

4.- El dictamen grafológico de fecha diez (10) de septiembre de 2006 elaborado por el criminalístico Gilberto Álvarez Montoya, arrojó una conclusión favorable para su representado, como que no se hallaron parámetros de confrontación para hacer un análisis de fondo frente a las muestras; en otras palabras, no existe prueba demostrativa de que el procesado hubiere elaborado la firma de la señora Tabares de Mora en el título valor. No obstante, esta prueba no fue objeto de valoración en la sentencia.

5.- Su representado actuó bajo la convicción de que el documento era auténtico, que la codeudora no solamente accedió a su pedimento de servirle como codeudora, sino que lo firmó sin que estuviera dentro de la esfera de sus conocimientos determinar si la firma de la señora TABARES había sido falsificada. Y era así porque no presenció el momento de la firma del documento, en atención a que durante todo el tiempo hasta que se presentó la denuncia, no tuvo acceso al mismo porque estaba en poder del acreedor, lo que le significaba que todo estaba correcto, caso contrario, el acreedor hubiere advertido alguna anomalía.

6.- En conclusión, afirma que no existe prueba que demuestre que su representado haya elaborado la firma de la ofendida o haya determinado a otro a que lo hiciera.

7.- Para resolver, SE CONSIDERA

La situación que motiva la revisión de la sentencia proferida por el Juez a quo contra el señor JOSÉ MANUEL SILVA ARÉVALO, no es otra que el estudio detallado de la prueba testimonial y documental allegada al proceso y de la respectiva valoración que sobre la misma efectuó el fallador, para establecer si existió algún grado de equivocación en las conclusiones de fondo que contiene la sentencia de condena. 
Así entonces, un análisis pormenorizado de lo que contiene este expediente, nos presenta el siguiente panorama probatorio:

Como se indicó en acápite precedente, JOSÉ MANUEL SILVA ARÉVALO fue acusado como autor de un delito de FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO, descrito en el artículo 289 del Código Penal, en donde a más de afectar el bien jurídico de la fe pública, resultó perjudicada con ese comportamiento la señora BLANCA CECILIA TABARES DE MORA, quien puso en conocimiento de las autoridades que el referido ciudadano falsificó su firma en un documento -título valor- en beneficio propio.

De entrada dígase que la materialidad de los anteriores hechos y el grado de responsabilidad en cabeza del aquí acusado, se encuentran plenamente demostrados con los medios de prueba que en su orden se enunciarán.  

Inicialmente, se cuenta con la denuncia formulada por la señora BLANCA CECILIA TABARES DE MORA el pasado veinte (20) de febrero de 2004
, cuando relató que para el mes de diciembre de 2003 recibió un cobro prejurídico del Instituto INEC de Pereira dirigido al señor JOSÉ MANUEL SILVA AREVALO y a ella, con nota de un segundo llamado en donde dicha entidad les cobraba una obligación contenida en el pagaré No. 6002936
 por un valor de $1.064.466 por concepto del contrato educativo número 2201, el cual se encontraba “en mora”.

Refirió que cuando se dirigió al Instituto a conocer el aludido pagaré, observó que la firma allí estampada no era la suya, y que no sabía en qué momento JOSÉ MANUEL había firmado o había hecho firmar ese documento con su nombre; pero mayor fue su sorpresa cuando fue informada que junto con el pagaré, también reposaba una copia de su cédula de ciudadanía, hecho que supuso la denunciante,  se había producido por parte del acusado aprovechándose cuando fue su inquilino y tenía acceso a su casa, que en una de esas ocasiones, bien pudo haber tomado una de las copias de la cédula que mantenía sobre el comedor.  

En segundo término, se cuenta con el dictamen grafológico
 donde se confrontaron las muestras de las firmas que aportó la denunciante con la que aparece en el pagaré tachado de falso; allí el perito concluyó que la señora BLANCA CECILIA TABARES DE MORA no plasmó la rúbrica que aparece a su nombre en el pagaré No. 6002936 fechado el 28 de noviembre de 2000. Fue esto lo que dijo la experticia: “SE DESCARTA A BLANCA CECILIA TABARES DE MORA como autora de la firma como de CECILIA TABARES DE MORA vista en el PAGARE No.6002936, fechado en Pereira el 28 de noviembre de 2000”.  
Y en tercer lugar, si observamos la diligencia de indagatoria rendida por JOSÉ MANUEL SILVA AREVALO
, en ella se aprecia que el acusado no pudo ofrecer una explicación convincente que lograra desvirtuar la denuncia formulada por la señora BLANCA CECILIA, testimonio que, dígase de paso, merece credibilidad por la espontaneidad y coherencia de su relato y porque no se observa un ánimo malintencionado de causar daño al acusado, cuando lo que enseñan las probanzas allegadas al expediente, es que en realidad la señora denunciante no plasmó su firma en aquel documento que sólo beneficiaría a SILVA ARÉVALO. 

Nótese que en su injurada, JOSÉ MANUEL inicia afirmando que la señora BLANCA CECILIA “le sirvió de fiadora” para una carrera intermedia que realizaría en el Instituto INEC, pero que al salir de viaje ella pensó que no regresaría y entonces fue cuando procedió a formular la denuncia, afirmación que se cae por su propio peso porque por ninguna parte de la denuncia ni de su posterior declaración, la señora BLANCA CECILIA trajo a colación que JOSÉ MANUEL se encontrara de viaje, simplemente habló con la verdad cuando dijo que se había ido a vivir a “El Dovio” (Valle) quedándole a deber un dinero por concepto de canon de arrendamiento, para lo cual dejó una letra firmada por el valor adeudado. 

Seguidamente, afirma el indagado, que no recuerda
 si él le llevó el pagaré a doña BLANCA CECILIA para que lo firmara, o ella se dirigió al Instituto INEC a firmarlo, hecho que no tiene ningún fundamento porque según lo enseña la experiencia, tratándose de la constitución de una obligación contenida en un título valor, más concretamente de la consecución de la firma de quien servirá de codeudor de la obligación, lo más sensato es verificar que el documento que se suscribe haya sido aceptado y firmado por esa persona, y no dejarlo a la deriva o lo que es peor, enviarlo a otro lugar para que el fiador concurra a firmarlo. En otras palabras, un hecho de tanta relevancia en la vida cotidiana, como lo es la concreción de una obligación plasmada en un documento donde se exige un coobligado, no puede pasar desapercibido para el deudor principal, como lo pretende hacer ver el acusado cuando afirma que no se acuerda de la forma en que la señora BLANCA CECILIA formalizó el hecho de servirle de codeudora para el pago de sus estudios.

Así las cosas, para la Sala no hay duda que tuvo que ser el señor JOSÉ MANUEL y no otra persona distinta, quien elaboró o mandó a elaborar, la firma espuria perteneciente a la denunciante; primero, porque era el único interesado en la creación de ese pagaré para la obtención del crédito estudiantil, y para ello requería de esa garantía personal; y, segundo, porque en él también concurre el evidente indicio de oportunidad para delinquir, como quiera que estaba en condiciones inmejorables para hacerse a la fotocopia de la cédula de su arrendadora, lo mismo que verificar la forma de su firma para proceder a imitarla.

Respuestas específicas al recurso 

- Primer punto: si bien en el proceso no se estableció que el acusado  fue quien falsificó la firma de la denunciante, esa circunstancia por si sola no es eximente de responsabilidad porque como bien lo afirmó el a quo, para la configuración del punible no se requiere que quien en él incurre haya sido el directo creador ex novo o por imitación. Es tan responsable quien falsifica como quien manda a falsificar, y precisamente en ello radica la asimilación punitiva que el legislador trae para quien “determine a otro” a la comisión del hecho delictivo. De ahí que cuando la sentencia afirma que JOSE MANUEL era el único beneficiado con la realización de la falsedad, tal concepción sencillamente encaja con lo probado en las diligencias, pues para constituir el crédito en el Instituto INEC a JOSE MANUEL se le exigió un codeudor. 
Con este panorama, nos apartamos de la afirmación de la señora defensora cuando asegura que el fallo se estructuró “con meros indicios o deducciones hechas por el juez de primer grado”, como dando a entender, a nuestro juicio de manera infundada, que todo esto tiene un origen en una apreciación subjetiva del funcionario, sin soporte probatorio alguno.
- Segundo punto: una cosa es la materialidad de la infracción, que consiste en la alteración de un documento, esto es, la creación inauténtica al no ser obra de quien se asegura falsamente fue su verdadero autor, y otra la responsabilidad que con respecto a esa actualización del punible se le puede atribuir a una persona determinada o determinable. Son dos cosas que no se pueden confundir y es lo que le ocurre con este punto del recurso. 
Lo primero, la falsedad, se demuestra, en el presente caso, con el experticio grafotécnico por medio del cual se concluyó que efectivamente esa firma no es de la persona que se dice ser. En otras palabras, con el referido dictamen se demuestra que la rúbrica estampada no fue obra de la denunciante, luego entonces, hubo alguien que la imitó para hacerla aparecer como real.
Lo otro, atinente a quién fue esa persona imitadora, es situación a la que se puede llegar bien con prueba directa o indirecta, siendo ésta última la utilizada en el caso que nos convoca, lo cual no es síntoma de infracción a ninguna regla de la valoración en sana crítica.

- Tercer punto: no es que el juez haya planteado varias hipótesis y entonces se haya visto sumergido “en un mar de duda”, lo que explicó en la sentencia es que como JOSE MANUEL sería el único beneficiado con el pagaré para poder matricularse en el referido Instituto, sólo él y no otra persona podía tener la intención de “falsificar” la firma de una supuesta codeudora. Así que, de no ser él quien lo hizo, bien pudo determinar a otro a que lo hiciera. 
No estamos en presencia de una duda, simplemente de un análisis probatorio derivado de un proceso de inferencia lógica admisible en nuestra legislación al evocarse el indicio como un medio probatorio válido. 

- Cuarto punto: desde luego que bien difícil, por no decir imposible, y por lo mismo impertinente exigirlo en el plenario, pretender que a través de un dictamen pericial se determine si fue o no fue JOSÉ SILVA la persona que hizo de su puño y letra esa imitación. Hasta allí no alcanza la ciencia; prueba de ello es la obvia conclusión a la cual llegó el perito, que no podía ser otra: “…no cuentan con el requisito de similaridad indispensable para esta clase de análisis, y por lo tanto no se puede realizar un estudio grafológico de fondo…teniendo en cuenta que lo que se quiere establecer es la autenticidad o no de la firma cuestionada, se hace necesario en primer término confrontar la misma, frente a muestras manuscriturales de su titular CECILIA TABARES DE MORA. CONCLUSIÓN: 1. NO SE HALLAN PARÁMETROS DE CONFRONTACIÓN que permitan la emisión de un concepto de fondo, frente a las muestras manuscriturales patrones de José Manuel Silva Arévalo, 2. Obtener muestras caligráficas patrones de la señora CECILIA TABARES DE MORA…”.
 De suerte que, en realidad, nunca se dijo si JOSÉ MANUEL había sido o no había sido el autor de esa firma falsa, porque los datos presentados al perito no permitían llegar a una respuesta afirmativa o negativa; o lo que es lo mismo, nunca hubo una experticia favorable al procesado como se pretende indicar en el recurso, y ello se debe, simple y llanamente, porque lo pedido al experto era algo abiertamente impertinente.
- Quinto punto: recordemos que la denunciante ha sido enfática en sostener que “ella nunca le sirvió de fiadora a JOSÉ MANUEL” y menos aún cuando ya existía el antecedente de que el acusado se fue de su casa quedándole a deber un dinero por concepto de canon de arrendamiento; en tan particulares condiciones, no creemos que la arrendadora –denunciante- quisiera servirle de fiadora a quien precisamente se fue debiéndole plata.

Así entonces, analizado en su contenido y confrontación el testimonio de la denunciante, y habiendo quedado claro que su firma no corresponde a la plasmada en el título valor, la conclusión no puede ser otra que en realidad no sabía que aparecía como codeudora de una obligación no consentida. Por lo dicho, paradójicamente aparece cierto lo que se atrevió a decir el acusado, cuando manifestó en injurada que no recordaba la forma en que su supuesta codeudora firmó el documento, pues sencillamente ese acto nunca existió.   

Finalmente, aduce la defensora que durante todo este tiempo el documento estuvo en poder del acreedor y que de existir alguna anomalía en el mismo, lo habría advertido al deudor, hecho que no se dio. En este punto, el recurso contiene la respuesta, toda vez que si el acreedor no advirtió irregularidad alguna, fue porque confió en la buena fe de su deudor y no tenía por qué saber que la firma de la codeudora allí contenida no era la suya. 

La sentencia habrá de confirmarse.

8.- DECISIÓN
En mérito de lo argumentado, la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA integralmente la sentencia de condena proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta capital, materia de apelación.
Notifíquese Y cúmplase

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

            LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

CRUZ ELENA GONZALEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala 
� Fl. 3 C.O.


� Fol. 56 C.O.
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� Fl. 39 C.O.


� Fl. 45 C.O.
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